Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 15 minutos.) 


-En nombre de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios, le damos la 
bienvenida al Director de la URSEC. Como ustedes sabrán, hemos comenzado a tratar el proyecto de 
ley de Prestación de Servicios de Radio, Televisión y Otros Servicios de Comunicación Audiovisual. En 
la sesión anterior recibimos al señor Ministro de Industria, Energía y Minería y al Director Nacional de 
Telecomunicaciones, y hoy recibimos con mucho gusto a representantes de la URSEC. 


SEÑOR LOMBIDE.- Mi nombre es Gabriel Lombide, soy el Presidente de la Comisión Directiva de la 
URSEC, y vengo acompañado de las doctoras Graciela Coronel e Isabel Maassardjian. Estoy a su 
disposición para lo que gusten preguntar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queríamos saber su punto de vista en cuanto al último cambio que se hizo en 
la Cámara de Diputados, en el sentido de que la URSEC tenga la responsabilidad de tomar la decisión 
y gestionar determinados aspectos, ni más ni menos, en lo referente a los contenidos. Públicamente, 
algunos hemos expresado que la filosofía de esta iniciativa nunca fue esa en realidad -por más que, 
eventualmente, pueda ser algo transitorio- porque nació de la imposibilidad de generar un organismo 
independiente en el marco de las limitaciones y de las prohibiciones que establecen los períodos 
electorales. No obstante, por más transitorio que fuera, creemos que el tema de los contenidos es muy 
sensible e importante de cuidar en un sistema democrático. Sabemos que el espíritu del Ejecutivo -que 
tuvo la iniciativa de hacer este proyecto- y de este cuerpo Legislativo, nunca fue introducirse en este 
aspecto. Algunos estamos convencidos de que hay que trabajar buscando alternativas que permitan no 
dar a la URSEC -que depende ni más ni menos que del Ejecutivo- este tipo de responsabilidad, sino 
buscar opciones, proponerlas, las que habrá que estudiar en definitiva, sea por el camino de la 
postergación o por el que sea. Insisto en que no habría que dar a la URSEC esa responsabilidad; sí las 
otras que están dentro del marco de la ley, que obviamente las tiene como organismo regulador, 
etcétera. 


Por lo pronto, nos interesaba saber qué opinaban al respecto y, eventualmente, también sobre las otras 
funciones, pues si tienen algo para comentar que la ley les asigna, que son más propias de la 
competencia histórica del organismo regulador, también lo pueden hacer. 


SEÑOR LOMBIDE.- Antes que nada quiero decir que el giro que tuvo a último momento la aprobación 
del proyecto de ley en la Cámara de Representantes nos tomó por sorpresa. 


Cuando se nos preguntaba acerca de la posibilidad de que la URSEC se encargara de regular los 
nuevos tópicos que introduce este proyecto de ley, siempre comentamos que esta Unidad hoy en día, 
por su formación y conformación, no tiene mucha vocación para manejar este reto. De todas maneras, 
entendemos la importancia de este proyecto de ley y apoyamos en un cien por ciento el proceso que 
se ha venido llevando para aprobarlo, razón por la cual acataremos cualquiera sea el pronunciamiento 
del Poder Legislativo. 


En este momento, por ejemplo, no tenemos personal con el perfil que se precisa para estas 
nuevas tareas, pero no tenemos objeción alguna en dotar al cuerpo de la URSEC de nuevo personal 
con un perfil adecuado para hacer esta clase de nuevos controles enfocados más a los contenidos que 
a lo técnico. Quiero que quede claro que a pesar de todos los inconvenientes, pondremos a disposición 
-si nos corresponde llevar adelante esa tarea- nuestra mejor vocación, al igual que nuestro saber y 
entender, a los efectos de poder cumplir con esa tarea adecuadamente. No es la primera vez que se 
nos endilgan tareas que nos eran ajenas hasta ese momento. A modo de ejemplo, en 2012 se nos 
incorporó la tarea de la regulación postal. Honestamente, nos habría gustado que hubiese venido de la 
mano de nuevos rubros y nuevo personal, cosa que no fue así, pero estamos a tiempo de salvar esa 
omisión; gustosamente, recibiremos al nuevo personal. 


En síntesis: si bien no se trata de la tarea para la cual estamos preparados y no es nuestra vocación, 
no tenemos objeción ni problema alguno de encargarnos provisoriamente de la misma. 


SEÑOR HEBER.- Se trata de una tarea que, según dice el Presidente de la Unidad Reguladora de los 
Servicios en Comunicaciones, los tomó un poco por sorpresa porque fue una salida producto de 
cuestionamientos acerca de si se llevaba adelante el proyecto de ley propuesto en función de la 
imposibilidad de hacer contrataciones en año electoral. 


Quizás tenga varias preguntas para realizar, pero no sé si planteárselas a la URSEC o, en 
definitiva, a quienes enviaron el proyecto de ley. En la exposición de motivos, el Poder Ejecutivo señala 
que este proyecto de ley es necesario porque se necesita cubrir los vacíos legales existentes. Ese es 
uno de los argumentos que motiva este proyecto de ley. 


Entonces, la primera pregunta que quiero formular es si ustedes como Unidad Reguladora han 
visto vacíos legales en el sector que haya que regularizar. 


La segunda pregunta va en línea con los argumentos que hace el Poder Ejecutivo para presentar este 
proyecto -es decir, con la conveniencia- que son los de asegurar la transparencia en el proceso de 
concesión, autorización y licencia para ejercer la titularidad de los servicios de comunicación. Esta es 
una de las razones por las que el Poder Ejecutivo presenta el proyecto y yo traslado a ustedes la 
siguiente pregunta. La Unidad Reguladora que se encarga de estas cosas, ¿entiende que no hay 
transparencia en el proceso de concesión y de autorización de licencias? Repito que estas son las 
razones esenciales que motivan al Poder Ejecutivo. 


Después, se habla de la creación de una institucionalidad regulatoria de lo audiovisual. Yo 
voté la URSEC en el sentido de que es una entidad regulatoria que cumple una misión muy importante 
en todo el tema de las comunicaciones y, naturalmente, no estamos hablando de contenidos, pero sí 
de la institucionalidad regulatoria, aunque más adelante el proyecto se refiere a los contenidos, cita el 
tema de la propaganda y de la posibilidad de incentivar o generar programas nacionales. Me pregunto 
si la URSEC no cumple con esa institucionalidad reguladora que tenemos en el Estado actualmente 
como para que justifique otra. Lo que hoy se le encomienda a la URSEC es coyuntural porque, 
naturalmente, luego de que pase el año electoral, va a haber un proyecto de ley donde se va a generar 
un Consejo, pero esta será una discusión que tendremos más adelante. 


¿Comparte el Presidente de la URSEC que hay vacíos legales, que no hay transparencia en el proceso 
de concesión y que hay falta de institucionalidad regulatoria? Pregunto esto porque, como dije, es uno 
de los temas fundamentales que motiva este proyecto de ley. 


SEÑOR LOMBIDE.- Debemos ir por partes. 


Con respecto a los posibles vacíos legales, cabe destacar que lo fundamental que uno 
observa cuando mira la legislación pertinente, es que es absolutamente dispersa, está fragmentada y 
la mayoría de las disposiciones surgen de decretos y no de leyes, incluso, algunos se remontan al 
período de la dictadura. En todo caso, después podemos ceder el uso de la palabra a las asesoras que 
me acompañan para que hagan un racconto mayor. 


Sin duda, a mi juicio, se precisa una puesta a punto de toda esa legislación, de forma 
ordenada y sistemática. 


En cuanto al segundo punto, el de las asignaciones, creo que hay una práctica que se instauró 
en estos últimos años bastante más transparente para otorgar las habilitaciones. Además de la 
licitación, el proyecto comunicacional se presenta en una audiencia pública y son los propios vecinos 
de la localidad o de la zona los que opinan sobre el proyecto a consideración. En cierta manera, creo 
que eso da garantías. Ahora bien, recordemos que en otras épocas fue bastante vidriosa la 
adjudicación de los medios. En realidad, nos parece que falta una norma genérica que asegure que, de 
ahora en adelante, sea cual sea el Gobierno, se seguirán una serie de pasos que van a garantizar la 
transparencia de las adjudicaciones. 


En cuanto al tercer punto que planteaba el Senador Heber sobre si pensamos que debería crearse una 
institucionalidad regulatoria, debo decir que la URSEC tiene su quehacer en todo lo que es la 
regulación técnica, del espectro. Es decir que nunca estuvo bajo nuestras potestades regular 
contenidos. Por lo tanto, si se van a regular contenidos, sí habría que crear una nueva institucionalidad. 


SEÑOR HEBER.- Sobre la pregunta que formulaba en relación a cubrir los vacíos legales, el 
Presidente de la URSEC dijo que quizás las asesoras podrían ayudar a contestarla; en realidad, no me 
quedó muy claro si existen o no vacíos legales. 


SEÑOR LOMBIDE.- La mayoría de las disposiciones son por decreto; realmente, hay vacíos legales 
que están cubiertos por reglamentaciones por decreto. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, si no entendí mal, los vacíos legales tendrían que ver con la necesidad 
de pasar a la ley lo que muchas veces son disposiciones en materia de decreto. Pero, en realidad, no 
hay ausencia de norma, sino una norma de menor jerarquía, en el ámbito del decreto que, si bien es 
adecuada, sería necesario pasarla a un rango de mayor jerarquía. Si estoy en lo correcto, esa sería la 
opinión de la URSEC. 


SEÑOR LOMBIDE.- Efectivamente. Además, la opinión de la URSEC es que hay que contar con una 
ley que sistematice todo el andamiaje de disposiciones existentes, es decir, que no se trate de un 
mosaico de disposiciones aisladas con diferentes propósitos. 


SEÑOR HEBER.- Leyendo las versiones taquigráficas de lo que ya se ha discutido sobre este tema en 
la Cámara de Representantes y memorandos que se nos han acercado, observamos que se manejan 
conceptos sobre los que nos interesa mucho saber la opinión de la URSEC. 


Hoy a las seis de la tarde recibiremos a representantes de Andebu -Asociación que va a 
ser regulada- en una jornada maratónica que nos ha fijado el Presidente, porque terminaremos como a 
las ocho de la noche, siendo que la Comisión comenzó a sesionar a las cuatro de la tarde. De todos 
modos, así lo haremos porque es parte de nuestro trabajo. De los documentos que tengo se desprende 
la opinión de la gente de Andebu. Allí se hace referencia al objeto de regulación y se dice que el 
proyecto de ley propone sustituir el actual sistema de regulación de los medios de comunicación de 
radio, televisión abierta y televisión para abonados, integrado por un conjunto de normas de carácter 
eminentemente técnico -se refiere al actual- que prioriza el crecimiento y desarrollo de los operadores 
privados en un marco de libertad e independencia. Además, agregan que el cambio es por un sistema 
riguroso, minuciosamente regulado por el Estado, donde se limita y restringe injustificadamente la 
actividad de los medios de comunicación como vehículo al servicio de la libertad de expresión e 
información en desmedro de la calidad de nuestra democracia. Me gustaría saber si el Presidente de la 
URSEC entiende que es así lo que la gente de Andebu expresa sobre el sistema que hoy tenemos y el 
que de forma rigurosa y minuciosamente está regulado por el Estado. 


SEÑOR LOMBIDE.- Entiendo que el sistema actual ha dado lugar a múltiples abusos desde el punto 
de vista de los actuales permisionarios de los medios de comunicación, generándose oligopolios que 
no son deseables y prácticas que tampoco lo son. En ese sentido, creo que una nueva regulación que 
maneje todos los ámbitos de la comunicación audiovisual es muy deseable y nos pondría a la altura de 
lo que hacen países del primer mundo como, por ejemplo, Francia o lo que llevan adelante las 
regulaciones europeas. 


SEÑOR HEBER.- Escuché al Presidente de la URSEC y, seguramente, por sus respuestas tan 
concisas y concretas uno tenga que desarrollar más lo que no dice, que lo que dice. La gente de 
Andebu sostiene que hay un ámbito integrado por un conjunto de normas de carácter eminentemente 
técnico que prioriza el crecimiento y desarrollo de los operadores privados en un marco de libertad e 
independencia, y me gustaría saber si eso es así ahora o no. Ellos afirman que esa es la normativa 
que tienen. 


SEÑOR LOMBIDE.- Claramente esa es la visión de Andebu, que es una parte interesada en el 
diferendo. 


SEÑOR HEBER.- El señor Presidente de la URSEC dice que no entran en los contenidos por eso de la 
institucionalidad. Lo de los vacíos legales existentes en el sector no lo sé identificar claramente, pero 
no habría vacío de normas, aunque las mismas están en el mundo del decreto y tendrían que pasar al 
de la ley. 


Ahora vamos al tema de las normas vigentes, que están incluidas en decretos. Andebu realiza 
una afirmación sobre el punto. Es lo que señalan ellos; no lo estoy diciendo yo. Entonces, le pregunto a 
la Unidad Reguladora si lo que dicen es cierto. Concretamente, ellos sostienen que hay un conjunto de 
normas -no leyes- de carácter eminentemente técnico que priorizan el crecimiento y desarrollo de los 
operadores privados en un marco de libertad e independencia. Y critican las disposiciones de este 
proyecto, diciendo que lo que se propone es un sistema riguroso, minuciosamente regulado por el 
Estado, en el que se limita y restringe injustificadamente la actividad de los medios de comunicación 
como un servicio de libertad de expresión. Por eso les pregunto si es cierto que las normas que están 
vigentes generan el crecimiento y desarrollo de los operadores privados o hay un vacío. Ya sabemos 
que nuestros invitados opinan que a las normas vigentes se les podría dar un rango de mayor 
jerarquía, como el que tiene la ley. Pero se podrían llevar a la ley sin cambiarlas, porque muchas 
disposiciones incluidas en este proyecto de ley modifican las normas vigentes. Entonces pregunto: 
¿Esto es necesario? ¿Hay normas que tienen que ser corregidas? ¿Es cierto que las normas actuales 
generan el crecimiento de los operadores privados? Lo pregunto porque si hay algo que genera 
crecimiento, desarrollo y más libertad, no habría que cambiarlo. 


SEÑOR LOMBIDE.- La respuesta concisa y concreta, como me gusta, es: la norma vigente es 
adecuada para fijar la parte técnica. Si queremos, además, avanzar en contenidos, es necesario una 
nueva institucionalidad y una nueva legislación. 


SEÑOR CLAVIJO.- Creo que el señor Senador Heber se dio por satisfecho con la respuesta, pero me 
parece que no corresponde plantear un debate entre la Unidad Reguladora y la organización regulada. 
Las contradicciones, los roces, sin lugar a dudas, deben existir y existen, pero en esta instancia hemos 
convocado a la Unidad Reguladora para que nos dé su opinión con respecto a la ley y no para que se 
genere un debate con un organismo que está siendo controlado por ellos. De manera que vamos a 
atenernos a la convocatoria que le hicimos a los directivos de la Unidad Reguladora. 


SEÑOR HEBER.- Después de esta observación de mi amigo Clavijo en cuanto a qué puedo o no 
puedo preguntar, voy a tener que consultar al señor Senador cada vez que vaya a plantear una duda 
en función de algo que haya afirmado alguna organización previamente, así no se molesta. 


Pero, volviendo al tema, decía que en el proyecto de ley se sostiene que hay que cubrir vacíos 
legales. Además, el proyecto de ley dice que debe asegurarse la transparencia en el proceso de 
concesión. Es lo que dice el proyecto; no es la opinión de Andebu. 


El proyecto de ley establece que se debe generar un proceso de mayor transparencia. Por 
otra parte, el señor Lombide ha expresado que efectivamente existe transparencia, que hasta ahora ha 
habido un sistema de consulta pública y que, en el pasado -no se sabe si es el pasado reciente, si fue 
cuando se otorgaron algunas concesiones hace dos meses, si hace diez años o en la época de la 
dictadura, aunque no importa, es un detalle menor que no interesa en la discusión que tenemos en 
este momento- se ha mejorado mucho en ese sentido. Lo realmente importante es que, según lo 
expresado por nuestro invitado, efectivamente existe un proceso de transparencia. Entonces, si lo hay 
¿por qué el Poder Ejecutivo dice que hay que generar un proceso de transparencia en los procesos de 
concesión de autorizaciones y licencias, cuando el señor Lombide nos está aclarando que actualmente 
ya contamos con un sistema transparente? La conclusión que saco es que actualmente sí contamos 
con un sistema transparente en cuanto al tema de las concesiones. Si se puede mejorar, ¡bárbaro!, 
estamos dispuestos a hacerlo, pero no es lo que establece el proyecto de ley en su exposición de 
motivos. 


SEÑOR LOMBIDE.- Las últimas convocatorias para ocupar las radios comunitarias, las radios 
comerciales e inclusive la televisión digital, se hicieron nuevamente -en su mayoría en los casos de 
televisión digital- por un decreto que daba esas garantías. En el caso de las radios comunitarias se hizo 
de esa manera porque así lo estipula la ley que las regula. 


Como ya lo hemos expresado, esas son normas parciales, porque no existe una norma global 
que indique en todos los casos, sin ningún lugar a dudas, cuál es el procedimiento para que se 
adjudiquen las nuevas frecuencias y las radiodifusoras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hasta el año 2008, el sistema que se utilizaba para adjudicar frecuencias 
consistía en que el medio involucrado enviaba una nota con información mínima y luego el informe del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería decía si estaba al día con el BPS y la DGI. Cuando uno 
analizaba el informe daba vuelta la hoja para ver el resto del expediente y no encontraba nada porque 
no se exigía más información. 


En ese entonces, el Ministro de la época -quien habla- propuso armar un criterio de adjudicación de 
frecuencias que apuntara a la transparencia, a la no concentración de medios, a la opinión de la 
ciudadanía, etcétera. Con ello se elaboró un decreto -que fuera firmado por el Presidente de la 
República de su momento, el doctor Tabaré Vázquez, y por el Ministro correspondiente- que buscó fijar 
algunos criterios como, por ejemplo: evitar la concentración de medios, que no hubiera nada disfrazado 
y que existiera un proyecto básico, en fin, una serie de cuestiones pero no demasiadas. Todo ello 
incluyó lo que mencionaba el Presidente de la URSEC, Gabriel Lombide, que era la eventualidad de 
llamar a audiencia pública para que la comunidad participara y opinara acerca de esas cosas que el 
propio pueblo conoce. No era laudatorio, pero daba como para que los miembros de la Comisión 
Honoraria de Radiodifusión Comunitaria -que fuera creada por el Gobierno para que no tuviera 
mayoría; y por eso pensamos que en este caso no puede ser la URSEC, sino que tiene que ser 
independiente y con esa misma filosofía- pudieran escuchar y ver. Recuerdo que en aquel momento 
podían ser solamente tres: Bella Unión, San Gregorio del Polanco y el Chuy, pero inmediatamente vino 
la veda electoral. 


Como trasmitió días atrás el señor Ministro, un poco la filosofía de esto es abarcar en una 
norma este tema más algunos aspectos de la ley relativa a las radios comunitarias, etcétera. No voy a 
juzgar lo que sucedía en el pasado, pero sí quiero decir que funcionaba de forma totalmente 
discrecional y lo que se busca a partir de esta ley es, reitero, dar institucionalidad a algo que se regía 
por decreto. 


Pido disculpas por intervenir de esta forma, pero como he estado de los dos lados del mostrador, me 
parecía importante echar luz en este debate. 


SEÑOR HEBER.- Las preguntas iban dirigidas a la delegación, pero aprecio la contribución del 
Presidente de la Comisión, ya que si intenta echar luz debe ser porque se trata de un tema que está 
oscuro. 


Quiero agregar que el doctor Daniel Hugo Martins, quien sabe un poco más que nosotros sobre 
normas -y seguramente las doctoras lo conozcan- escribió un libro sobre comunicaciones y aconsejo al 
señor Presidente que lo consiga para que esté a disposición de la Comisión. Este libro reúne mucha de 
la legislación vigente y de los criterios por los cuales se adjudicaron las radios y fue escrito, además, 
por un catedrático en Derecho Administrativo, por lo que es una persona autorizada para hablar. 
Quizás de esta forma pueda venir la luz después de la oscuridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador quiere hacer más preguntas, agradecemos a la 
delegación de la URSEC por la visita. 


(Se retiran de Sala los representantes de la URSEC.) 


-Los señores Senadores recibieron la agenda con todos aquellos que solicitaron entrevista a 
la respectiva Comisión de la Cámara de Diputados. La idea es que en este ámbito recibamos a todos, 
pero también queremos dar prioridad a aquellas delegaciones respecto a las cuales sea de interés de 
los miembros de la Comisión convocar para el análisis de este tema. Precisamente, el señor Senador 
Heber y quien habla ya indicamos algunas. Invito a los señores Senadores a que realicen sus planteos. 
En algún caso, hay algún grupo de gente que se puede organizar para que comparezcan en la misma 
sesión. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación Nacional de Broadcasters Uruguayos. 
Andebu.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios da la bienvenida a los 
representantes de Andebu. Es un placer recibirlos en virtud del tratamiento de un proyecto de ley que 
tenemos en consideración, que tiene que ver con la regulación de los servicios de radio y televisión y 
que, sin duda, es muy importante. A este respecto, nos interesa mucho la opinión de nuestros 
invitados. 


Por supuesto que estuvimos viendo los antecedentes del debate y lo que se planteó en la 
Comisión respectiva de la Cámara de Representantes. El criterio de nuestra Comisión ha sido que todo 
aquel que quiera volver a expresar su opinión en este ámbito lo pueda hacer y, en particular, nos 
interesa mucho escuchar a la delegación de Andebu, que es una de las que priorizamos; el resto 
vendrá si quiere hacerlo. 


Bienvenidos nuevamente y, sin más, les cedemos el uso de la palabra. 

SEÑOR ABUCHALJA.- Buenas tardes. Mi nombre es Pedro Abuchalja y soy Presidente de Andebu. 
Es muyy difícil que pueda hacer protocolo con los señores Senadores que están presentes. 

SEÑOR PRESIDENTE.- No es necesario. 


SEÑOR ABUCHALJA..- Mi vida comenzó en el año 1958 con la ley orgánica. Mi padre fue un colorado 
libertario de tierra adentro y mi abuelo Jalil -que fue quien emigró del Líbano- fue chucero de Aparicio; 
tuve esa formación en casa y después adquirí la formación estudiantil y universitaria. 


En primer lugar, quiero decir que nosotros hicimos consultas con los académicos que ya 
saben los señores Senadores, y elaboramos un compendio específico en el que incluimos todo lo que 
vamos a hacer referencia; lo hemos traído y lo reparto a quienes aún no lo tengan. 


Quiero aclarar que toda la información que recogimos en Andebu está basada en el trabajo de los 
juristas que trabajaron en el tema, independientemente de la percepción que podamos tener de 
algunas cosas. 


Sinceramente jamás pensé que en mi país podía llegar a vivir este momento. No tengo pocos años ni 
tampoco muchos. Si bien somos del Yemen del Norte y hace tres mil años que estamos emigrando, 
fuimos construyendo historia en donde estuvimos, pero reitero que jamás pensé en que se nos iba a 
plantear esta situación de una ley de medios en estas condiciones. 


Tuve al excelente profesor Bordoli en Literatura; nos ilustró tanto con La Ilíada que nos enseñó a 
entenderla. Nos explicaba que esa epopeya se iba transpolando y trasladando de siglo en siglo hasta 
que fue escrita en tiempos de Pisístrato, pero Homero -o quienes fueron los homeros- tuvieron gran 
precaución en el armado de la comunicación. Es claro, los menelaos, la aristocracia, no permitía hablar 
ni interactuar a la gente. Entonces, pusieron en boca de Tersites -que era un jorobado- toda la crítica al 
sistema. Así, lograron comunicar el sistema a través de Tersites, porque otros no podían hablar. 
Incluso, hay una escena en que le pegan al jorobado, lo castigan. 


Cuando leí los informes, me fui a Arifrón en “El miedo a la libertad”. Entonces, dije: “¡Pero este hombre 
cómo adivinó tantas cosas!” Empecé a investigar y vi que en cierto momento hay un condicionante en 
las sociedades de manejo de uno a otros de una forma autoritaria y determinista. Sinceramente le 
agradecí a Arifrón haberlo leído por tercera vez y comprenderlo mejor hoy que en la primera 


oportunidad, así como todo el fenómeno del nazismo. Es claro, había libertad con los nazis. ¡Los nazis 
tenían libertad!; el resto no podía abrir la boca. Todos los días conocemos la historia. 


El otro día fuimos a ver La ladrona de libros al complejo Casablanca. Es una obra de arte magistral 
todo el proceso que hacen los actores. ¡Es algo maravilloso! Además, se muestra con una gran 
delicadeza la persecución que se hacía a la gente -no solo a los judíos- y cómo algunos no aceptaron 
el sistema, lo resistieron y por distintas cuestiones aleatorias terminaron aplastados por una bomba de 
los Aliados. De la nada y de la persecución más absoluta la botija, en la obra, logra aprender a leer y a 
comunicar el concepto de libertad y de familia. Los pocos que sobreviven se recomponen y vuelven a 
lo mismo, por ejemplo el sastre a la sastrería. ¡Es una película maravillosa! 


Soy un militante árabe internacional por lo que tengo un conocimiento y una sensibilidad especial. Mi 
familia nunca tuvo las puertas cerradas para la interacción. Incluso, los primeros matrimonios de 
árabes con judíos se dieron en mi familia. Hoy tengo una nieta en Israel. 


Recordamos la ley orgánica, los momentos difíciles y cuando se empezó a hablar de esta ley de 
medios nos puso nerviosos que existiera una reglamentación en la materia. 


En la década del veinte, cuando surge la radio, los nazis se dieron cuenta antes que otros no 
solo de lo que significaba la posibilidad de comunicar a determinadas distancias, sino de cómo 
comunicar; estudiaban los predicados, las necesidades de la gente y llegaban de una forma 
sistemática y técnica. Hoy, la televisión a color nos abrió la cabeza a casi todos, del mismo modo que 
la tecnología. 


Investigamos mucho y contratamos a estos juristas que son impecables e implacables, dos 
por dos les da cuatro. Asimismo, personalmente fui a hablar con Danilo. Muchos me preguntaban cómo 
era que le decía “Danilo” al Vicepresidente de la República. Lo que ocurre es que fuimos muy amigos 
en algún momento y luego seguimos manteniendo una relación uruguaya muy especial. Fue así que 
Astori me dijo que fuera a hablar con el “Pepe”. Dialogué con el Secretario de la Presidencia y le pedí 
una reunión con el Presidente Mujica, pero no la he logrado. También hablé con Cánepa, que es un 
hombre muy importante y es quien, prácticamente, decidiría todo. Al final optamos por este camino. Del 
mismo modo, nos reunimos con algunos legisladores muy amigos que me dijeron: “Si la ley es como 
vos decís, no la voto”. En realidad, no lo digo yo sino quienes la estudiaron. Eso lo informé en Andebu 
que está formado por un grupo muy lindo de gente nueva, más joven, que hace, que construye y que 
ha ido descubriendo la comunicación y la interacción. Más adelante me llamaron esos mismos 
Legisladores para informarme que la iban a votar con las dos manos. Fuera de esta reunión hemos 
dialogado con Senadores de la República; incluso hablamos de la ley que aprobaron ayer; algunos se 
justificaron diciendo que no tenían más remedio que votarla. Confieso que hay cosas que me llaman 
mucho la atención, independientemente de que no hay derecho a que los obreros de la construcción se 
mueran aplastados ni tengan seguridades; sin obreros no hay quien trabaje ni hay movida, pero sin 
empresarios tampoco y sin Estado tampoco. Quiere decir que es una sociedad que debe funcionar. 


Se empieza a avizorar esta iniciativa, y en varias oportunidades escuchamos a Mujica hablar de la ley: 
“La mejor ley es la que no existe”; “Si la ley existe la tiramos a la basura”. Realmente, esas cosas nos 
hacen temblar. 


Los medios de comunicación han sufrido una embestida. Hay toda una promoción en su 
contra, diciendo que “se la llevan”, que “los dueños esto”, etcétera. Sin dudas, todo eso va haciendo 
daño en el inconsciente colectivo. Un sabio decía que hay que ver la parte buena de las cosas malas y 
la parte mala de las cosas buenas, concepto que siempre tengo presente porque todo no es malo ni 
todo es completamente bueno. En momentos muy difíciles, los medios dieron una lucha muy 
importante en todo sentido, con objetivos claros en pos de la libertad y la defensa de la democracia. 
Eso aparece en los postulados de Andebu, que con mucho gusto les hice llegar. Nosotros hemos 
aprendido de hombres a quienes, lamentablemente, no integramos antes, tal como es el caso de 
Justino Jiménez de Aréchaga en la opera minora; participamos como Secretario de Andebu en ese 
trabajo. Seguramente, Justino Jiménez de Aréchaga debe haber venido más veces al Palacio 
Legislativo que el propio Carlos Julio Pereyra, puesto que lo convocaban para todo. No llegó a ser 
Senador, pero permanentemente lo consultaban. Él decía que la libertad como valor total es el principal 


de los valores; sin ella no puede haber justicia social y sin esta no puede haber paz. Nosotros 
retomamos este concepto. 


Este trabajo aprobado por el Parlamento Nacional atenta contra la libertad de pensamiento. 
Considero que es muy importante que se investigue y que se analice en serio. Los grandes medios, 
que no son monopólicos -son grandes empresas para este país- han invertido y se puede investigar 
qué han hecho con el dinero. De repente no se les debería haber adjudicado los canales digitales si se 
pensaba que tenían el monopolio y se podría haber traído a otros. Pero son empresas nacionales y se 
las identifica. Por ejemplo, estaba con la secretaria de Andebu, entró Couriel y le dije: “Hola, Couriel”. Y 
él me respondió: “Hola, ¿cómo te va, Pedro?”. Eso no tiene precio. Además, en el devenir histórico, 
desde el año 1923, que se instalaron las primeras radios, hasta hoy, nunca se han dado situaciones tan 
espantosas que ameritaran una reglamentación. 


Por otra parte, tiene un afán controlador por parte del Poder Ejecutivo. Hay que tener presente que, 
luego de hacer una ley, las elecciones las puede ganar otro partido. De pronto, si le damos una 
metralleta a un mono, puede pasar cualquier cosa. Las leyes se tienen que pensar en ese sentido. 


Es una ley de censura e induce a la autocensura porque no he escuchado a ningún director de un 
medio de comunicación decir lo que yo estoy diciendo. El miedo los empieza a clavar y comienzan a 
pensar qué es lo que pueden decir, hasta dónde pueden avanzar o si les van a comprar publicidad. Eso 
es muy fuerte. El doctor Cajarville, que se menciona en el informe, expresa que si la dictadura hubiera 
tenido este instrumento se hacía una fiesta. 


Tengo la presunción de que mucha gente cree que esta ley es solo para los medios. Si se desata esta 
ley, es como la marabunta, después no se para y se empiezan a generar espacios en los que se 
aprieta al otro, y eso no le conviene a la sociedad uruguaya. 


Además, esos no son nuestros antecedentes. Nosotros vinimos a este lugar, que no era un país, sobre 
fines del siglo XIX, entre 1870 y 1875. En esa época el Uruguay no tenía cementerios ni tenía usina de 
luz, porque la primera que se hizo, en la calle Yerbal, es del año 1885 o 1886; era una usina muy 
chiquita y de capitales privados. Tampoco había carreteras; los paisanos nuestros andaban caminando 
con las zapatillas cargando un cajón y andaban con un palo para defenderse de los perros, cuando los 
atacaban por los caminos de la Patria. Dormían donde podían y cuando tenían un mango comían una 
cebolla con pan viejo o galleta de campaña. Ellos llevaban, no la baratija, sino la civilización y la cultura 
al interior. En Paysandú había ciegos y había un paisano que llevaba lentes, pero ¿cómo se los 
probaban? Les daban una aguja y un hilo y, cuando le embocaban, ese era el lente que les 
correspondía. Hicimos la bombacha gaucha; transformamos el sheruel en bombacha, que hoy la usan 
las mujeres como moda. Trajimos mucha cosa e integramos nuestra gente a esta patria porque 
buscábamos la libertad, el caminar, el hablar, el funcionar, y el Uruguay les daba esas posibilidades. No 
se trataba solo de agua y comida, que en el Cercano Oriente no había, sino fundamentalmente de 
libertad. 


Nosotros agradecemos muchísimo este encuentro y les imploramos, por el bien de todos, que hurguen 
en la construcción de esta ley, que no sabemos bien de dónde salió. Yo le pregunté a Cánepa de 
dónde salió esto. Esto es una imposición internacional porque la tiene Argentina, la tiene Ecuador, la 
tiene Venezuela. ¡Pobre Venezuela! Solo la verdad nos hace libres. Eso fue lo que nos enseñó Jesús; 
solo la verdad nos lleva por el camino de la libertad y sobrevivió 2.000 años a pesar de los palos que le 
dieron. ¿Cuál es el objetivo? ¿Acallar los medios? Es anacrónica; la tecnología nos va a pasar por 
arriba. Pero igual, me parece que es un golpe muy fuerte a la libertad y a la democracia. Nosotros, en 
nombre de Andebu, les pedimos que se metan fuerte en este tema, porque nos va a tocar a todos, a 
nuestros hijos y a nuestros nietos. 


Nuestros asesores, aquí presentes, están a disposición para contestar las preguntas que les deseen 
formular. 


SEÑOR LERENA.- Señor Presidente y señores Senadores: les agradecemos por dedicarnos una parte 
de su tiempo. 


Nuestra idea es complementar la exposición del señor Abuchalja y aportar algunos insumos para que 
esta Comisión tenga todos los elementos y escuche todas las voces antes de ingresar en la 
consideración de este proyecto de ley. 


Quisiera comenzar esta intervención invocando la reflexión realizada por el Presidente de la Asociación 
Internacional de Radiodifusión en oportunidad de su comparecencia en la Comisión de Industria, 
Energía y Minería de la Cámara de Representantes. ¿Para qué una ley de medios en el Uruguay? 
¿Para qué una ley de estas características, tan estrictamente rigurosa con la reglamentación de la 
actividad de los medios de comunicación, en un país donde la mayoría -si no es que todos- coincidimos 
en que está garantizada la libertad de expresión e información? Para encontrar una respuesta a esta 
interrogante, recurrimos a los fundamentos que expresa el Poder Ejecutivo, responsable de la 
elaboración y presentación de este proyecto al Parlamento, y hurgamos en la exposición de motivos. 
Entre los principales argumentos expuestos se menciona la importancia de garantizar el derecho a la 
libertad de expresión e información, la necesidad de eliminar los monopolios y las concentraciones en 
la comunicación, la urgencia de contar con una ley de servicios de comunicación audiovisual moderna 
y completa, y también la promoción de la industria audiovisual nacional. 


Nosotros creemos que el proyecto de ley que se propone, muy lejos de alcanzar estos objetivos, 
termina conspirando contra el éxito de algunos de ellos. El proyecto sostiene que es necesario 
garantizar la libertad de expresión e información. En este sentido, nuestra Constitución nacional, en su 
artículo 29, consagra el derecho a la libertad de expresión en su acepción más amplia, utilizando la 
forma “enteramente libre” y de toda índole la comunicación de la palabra a través de todas las vías. 
Cuando una norma de máxima jerarquía consagra un derecho de manera tan amplia, se corre el riesgo 
de que aprobando normas de menor rango jerárquico, en lugar de garantizar ese derecho, termine por 
limitarlo, y creemos que esto es, precisamente, lo que ocurre con el presente proyecto de ley. 


Refiriéndose al alcance del artículo 29 de la Constitución de la República, el profesor Justino Jiménez 
de Aréchaga afirmaba que el precepto crea un sistema de responsabilidad ulterior por los abusos que 
puedan cometerse en el ejercicio de esta libertad. Asimismo, impide de modo absoluto la posibilidad de 
que, por medio de la ley, se instaure un sistema de censura previa. Y el prestigioso autor explica que la 
censura puede adoptar distintas formas, ya sea incidiendo sobre las personas que pretenden ejercitar 
este derecho, sistema que se aplica especialmente, en cuanto que para emitir el pensamiento debe 
hacerse uso de la prensa o de la radio, y también incidiendo sobre el contenido mismo de las 
publicaciones o de las emisiones que se pretende hacer llegar al público. 


Nosotros creemos que este proyecto incurre en ambas modalidades de censura previa. Por un lado, 
incide fuertemente sobre las personas que pretenden ejercitar el derecho a la libertad de expresión e 
información por los medios, a través de una exacerbada regulación de los contenidos que estos 
emiten. Y por otro lado, impone directamente a los medios de comunicación la obligación de difundir 
determinados contenidos que fija la propia ley. 


En lo que se refiere a la primera de las censuras en que creemos incurre la iniciativa, 
debemos decir que este proyecto de ley de Prestación de Servicios de Radio, Televisión y Otros 
Servicios de Comunicación Audiovisual confiere al Estado amplios poderes de control, fiscalización e 
intervención sobre los contenidos informativos, educativos y de entretenimiento que reciben los 
ciudadanos de parte de los medios de comunicación. Hemos detectado, dentro de la iniciativa, 
múltiples normas redactadas de forma vaga y ambigua, lo que, junto con la implementación de un 
nuevo sistema institucional, con varios órganos de contralor y fiscalización, a los que se dota de un 
extenso repertorio de graves sanciones para aplicar sobre los titulares de los medios de comunicación, 
generan un natural y comprensible temor acerca de la posibilidad de que resulten sancionados en el 
ejercicio de la actividad, lo que seguramente se traduzca o promueva en la autocensura del propio 
medio o del periodista que esté llevando adelante la actividad, modalidad de censura previa que, como 
vimos, está prohibida por la Constitución de la República. En este sentido, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos ha destacado reiteradamente que todo lo que pueda constituir infracción a las 
normas que regulan los contenidos, debe ser claro y preciso y no pueden utilizarse formas confusas o 
que generen o puedan generar una pluralidad de interpretaciones. Sin reglas claras no hay seguridad, 
y sin seguridad surge el temor de incurrir en eventuales infracciones que sean poco claras. Y cuando 
en el ejercicio de la actividad periodística existe temor, el derecho a la libertad de expresión e 
información ha desaparecido, y con él la propia esencia de la democracia. 


Algunas de las disposiciones de contenido ambiguo y genérico que han sido especialmente destacadas 
por connotados juristas de nuestro país como altamente peligrosas para el ejercicio de la libertad de 
expresión, se encuentran previstas en el capítulo sobre la regulación de contenidos. A modo de 
ejemplo, el artículo 32 fija un horario de protección al menor de 6 a 22 horas, dentro del cual se 
encuentra prohibido emitir programas que -cito a texto expreso- “promuevan actitudes o conductas 
violentas (...) delictivas (...) o fomenten el esoterismo, los juegos de azar o las apuestas”. Nos 
preguntamos cómo se debería interpretar esta prohibición, cómo se cataloga una actitud o conducta 
como violenta. ¿Es suficiente con una agresión verbal? ¿Es una agresión física? ¿Emitir un programa 
en el que se registran agresiones verbales implica violar la norma? ¿Qué pasa si existen agresiones 
físicas? ¿O qué tipo de agresión requiere? Seguramente, si salimos a la calle y le preguntamos a diez 
personas sobre conductas o actitudes violentas, probablemente obtengamos diez respuestas distintas. 
En el mismo sentido, informar y exhibir los detalles de un robo o copamiento ¿puede interpretarse 
como la promoción de una conducta delictiva? Esta es una pregunta que también queda pendiente de 
respuesta. Asimismo, ¿cómo se evaluará el contenido de programas que fomenten los juegos de azar 
O las apuestas? ¿La iniciativa está prohibiendo la posibilidad de exhibir escenas con juegos de mesa, o 
las apuestas de carrera o los juegos de ruletas? ¿Tampoco podrán trasmitirse las carreras de caballos 
con apuestas, como actualmente se hace en Maroñas? Estas son algunas de las preguntas que 
deberá formularse cada comunicador al momento de enfrentarse con esta ley, si se sanciona. La 
respuesta a todas estas preguntas dependerá, pura y exclusivamente, del criterio del ciudadano que 
sea puesto en el cargo de supervisor y fiscalizador de los contenidos, lo que, seguramente, genere un 
marco de absoluta incertidumbre e inseguridad dentro de un sector tan sensible e importante como son 
los medios de comunicación, altamente riesgoso para un efectivo ejercicio del derecho a la libertad de 
expresión. 


Por otra parte, los artículos 51, 52 y 53 del proyecto imponen a los medios de comunicación de radio, 
televisión y televisión para abonados, la obligación de difundir determinados contenidos de carácter 
nacional, exigiéndose además que sean contratados con terceros y que deben emitirse en 
determinados horarios. Observamos que en esta iniciativa el Estado imagina cómo sería la televisión y 
la radio que le gustaría y se pretende imponer ese molde a todos los operadores privados de radio y 
televisión. Estos, solo dentro del molde que impone el Poder Ejecutivo, gozarán de una libertad 
relativa, una libertad de expresión fuertemente controlada por el Estado, que en caso de ser ejercida 
fuera de lo preceptuado por la ley puede ser objeto de aplicación de sanciones extraordinariamente 
severas. 


La libertad de expresión que consagra la Constitución de la República no solamente garantiza 
el derecho del ciudadano a que no se le prohíba decir lo que desea decir, sino también a no decir 
aquello que no quiere decir o que no comparte. En este sentido, a nivel supranacional, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos menciona, entre los ejemplos de censura previa, la imposición 
de determinados contenidos. En este caso, se obliga a los medios a trasmitir un 60% de producción 
nacional o, si hacemos la lectura contraria, se les prohíbe trasmitir más de un 40% de producción 
extranjera. En cualquiera de los dos casos entendemos que hay una afectación de la libertad de 
expresión. 


Creemos que ningún comité, comisión, organización, ente oficial o autoridad debe arrogarse la 
potestad de decidir sobre el uso adecuado o inadecuado de la libertad de expresión, ni sobre los 
contenidos a los que deben o no acceder los ciudadanos. Consideramos que los artículos 51, 52 y 53 
operan como una imposición sobre toda la sociedad uruguaya, la que se verá obligada a soportar el 
proyecto comunicacional que desee implantar el gobierno de turno. Para justificar la necesidad de 
sancionar este proyecto de ley, también se invoca el necesario combate a los monopolios y a las 
concentraciones de medios. 


En primer lugar, quisiéramos referirnos a la declaración de principios sobre la libertad de expresión de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA que, en su artículo 12, establece: “Los 
monopolios u oligopolios en la propiedad y control de los medios de comunicación deben estar sujetos 
a leyes antimonopólicas.” A continuación, la misma norma aclara: “En ningún caso esas leyes deben 
ser exclusivas para los medios de comunicación.” De lo expuesto, se deriva que la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos, organización de 
la cual es miembro, en su declaración de principios prohíbe expresamente que se sancionen leyes que 
tengan por cometido específico regular la propiedad y control sobre los medios de comunicación. Esta 


posición no responde a un capricho, sino que tiene un fundamento en la necesidad de evitar que, a 
través de la invocación de este instrumento, un gobierno lo utilice para sancionar leyes o debilitar 
estructuras periodísticas que mantengan una línea editorial distinta a la del gobierno de turno. Por 
tanto, para dar correcto cumplimiento al instrumento internacional citado, la regulación sobre 
monopolios u oligopolios en materia de comunicación puede provenir, única y exclusivamente, de 
normas de aplicación general sobre la concentración, y no de las sanciones de leyes exclusivas para 
los medios de comunicación como pretende el presente proyecto de ley. 


En segundo término, expresamos que difícilmente podemos encontrar en nuestro país 
situaciones de monopolios en la radio, en la televisión o en la televisión para abonados que son, en 
definitiva, los servicios que está regulando esta ley. En el caso de la radio, la situación es muy clara, y 
prácticamente no requiere de ningún análisis. A nivel nacional hay más de 240 permisos de radio, casi 
60 en la ciudad de Montevideo, es decir una emisora cada 22.000 habitantes. En el interior hay entre 
10 y 20 emisoras por cada departamento, lo que significa que hay una emisora por cada 5.000 
habitantes. Sin duda, se trata de los índices de cantidad de medios más altos en América. En el caso 
de la televisión, también entendemos que lejos de existir un monopolio hay una importante diversidad 
de medios. Hasta el año 2012, Montevideo contaba con cuatro canales de televisión abierta: tres 
privados y uno público, que competían entre ellos por la audiencia en un régimen de igualdad. A partir 
del proceso de digitalización, Montevideo pasará a tener ocho canales: seis privados y dos públicos. 
Por lo tanto, podríamos también descartar si la ley pretendiera hacer alguna regulación antimonopolio a 
alguna especie de monopolio en la ciudad de Montevideo. En el caso de la televisión abierta del interior 
la situación es más compleja. El año pasado también se realizaron llamados a interesados para 
prestar servicios de televisión abierta en prácticamente todos los departamentos y solo hubo dos 
interesados nuevos. Quiere decir que quienes siguen prestando los servicios son los que estaban 
hasta el momento. Evidentemente, hay poco interés en llevar la televisión abierta al interior del país, 
pero aquí tampoco tenemos una situación de monopolio, pues el Estado tiene reservadas frecuencias 
en todas las localidades del interior del país, por lo cual, si en alguna de ellas no se encuentra 
prestando el servicio, resulta de su exclusiva responsabilidad. En el caso del cable  -para no 
extendernos no vamos a hablar de la ciudad de Montevideo, donde hay seis permisos- en todas las 
localidades del interior existen dos operadores locales, pero en aquellas que son pequeñas y no 
soportan más de un prestador, también está el operador satelital que se maneja en todo el país. 
Tampoco tenemos una situación de monopolio en el cable. 


En definitiva, creemos que no existen las supuestas situaciones de monopolio que el presente proyecto 
de ley propone combatir. Aun cuando se pudiera señalar que se propone esta iniciativa para evitar la 
posibilidad de monopolios o concentraciones en el futuro, el país cuenta con una ley muy moderna en 
materia de defensa de la competencia que fue sancionada por el Parlamento durante el gobierno del 
doctor Tabaré Vázquez, que regula las concentraciones empresariales, incluso, las que involucran la 
actividad de los medios de comunicación, poniendo a disposición de la URSEC todos los instrumentos 
necesarios para evitar concentraciones de los medios. Por otra parte, esta norma sí cumple con la 
exigencia de la declaración de principios de la Comisión, pues es una norma que regula las actividades 
en general y no especificamente las concentraciones de medios. Esta norma, que confiere 
competencia a la URSEC, ha sido aplicada en varias oportunidades por el organismo. 


Como fuera señalado por el profesor Risso Ferrand, en oportunidad de su comparecencia ante la 
Comisión de la Cámara de Representantes, da la impresión de que los redactores de este proyecto 
confunden la existencia de monopolios con la existencia de empresas fuertes y sustentables. Los 
monopolios son negativos para las sociedades, estamos de acuerdo. Sin embargo, son imprescindibles 
empresas de comunicaciones fuertes y sólidas para el desarrollo de las sociedades democráticas por 
cuanto disponen de la autonomía y sustentabilidad requeridas para desarrollar una línea editorial 
independiente de los centros de poder político y económico. Sin empresas independientes no hay libre 
flujo de información. Observamos que en todo el proyecto de ley no hay una sola disposición que 
verdaderamente tienda a promover el desarrollo de los medios de comunicación, sino que se limita a la 
implementación de nuevas obligaciones, restricciones y gravámenes sobre su actividad. 


Finalmente, quisiéramos señalar que el único monopolio que hemos advertido en nuestro país en 
materia de telecomunicaciones lo ejerce Antel, y este proyecto propende a fortalecerlo y a ampliarlo, lo 
que en sí representa un contrasentido con la propia exposición de motivos. También se invoca, por 
parte de la exposición de motivos, la urgencia de contar con una ley de comunicaciones moderna y 


completa. Sin embargo, este proyecto de ley que se propone no es ni moderno ni completo, sino que 
limita el ámbito de su aplicación a los servicios de radio, televisión y textualmente dice “otros servicios 
de comunicación audiovisual”, que por el contexto de la ley asumimos que se refiere a los servicios de 
televisión para abonados. Quiere decir que este proyecto está dirigido a regular la radio, la televisión y 
la televisión por cable, y se excluye expresamente de la regulación a aquellos servicios prestados a 
través de la plataforma de internet y los contenidos audiovisuales transportados o difundidos a través 
de redes y servicios de telecomunicaciones. Creemos que aquí se plantea una clara contradicción 
porque, por un lado, se expresa que se trata de una ley moderna y completa y, por otro, se excluye 
deliberadamente de su ámbito de aplicación a las plataformas de comunicación que mayor progreso y 
desarrollo han tenido en los últimos 15 años, como es la plataforma de internet. Para información de 
los señores Senadores, de acuerdo con las medidas de audiencias de los últimos 10 años, hemos 
visto cómo las audiencias en los medios tradicionales de radio y televisión abierta vienen decreciendo 
año a año. Por el contrario, lo que refiere a las audiencias de Internet, se han duplicado año a año. 
Esto significa que en el corto o mediano plazo los contenidos audiovisuales a través de internet van a 
superar lo que son las audiencias de los medios tradicionales. 


No quisiéramos que se malinterpretara nuestra posición; no pretendemos que el Estado ingrese a 
regular los contenidos que se reciben a través de la plataforma de internet, pues resultaría una 
empresa harto difícil de hacer. Pero es imprescindible, por una razón de equidad y justicia elemental, 
que todos los servicios de comunicación, sin distinción, posean igual marco regulatorio, 
independientemente de las vías o plataformas a través de las cuales se emita. Y este proyecto no 
cumple con tan importante premisa. De hecho, mientras el proyecto limite y restrinja minuciosamente la 
actividad de los servicios de comunicación realizada a través de la radio y la televisión, cuya actividad 
es ejercida e impulsada principalmente por operadores de origen nacional, se deja en absoluta y 
completa desregulación la actividad desarrollada por los servicios de comunicación provistos a través 
de otras plataformas y redes de comunicación, cuyos contenidos provienen principalmente del exterior. 
Estamos hablando, por ejemplo, de los contenidos que llegan de Youtube, Google TV, Netflix y otro 
sinfín de empresas proveedoras de contenido que no sólo no tendrán que sujetarse a esta ley, sino que 
sacarán una gran ventaja con respecto a los medios tradicionales, que ya tienen dificultades para 
generar sus audiencias, por lo que sufrirán un perjuicio aún mayor. 


En conclusión, decimos que se trata de un proyecto completamente anacrónico, al decir del señor 
Presidente de la República un verdadero esperpento, que regula hacia el pasado, dando la espalda a 
la principal plataforma de contenidos audiovisuales de los próximos años. 


Por último, vemos que si se pretende -esto está relacionado con lo dicho anteriormente- promover la 
producción audiovisual nacional es imprescindible que tengamos medios de comunicación fuertes y 
sólidos. En este sentido, el ingreso desregulado de los contenidos de origen extranjero, proveídos por 
las grandes multinacionales, va a ir en claro detrimento de los operadores nacionales, cuya situación 
se verá cada vez más frágil y precarizada. De esta forma se obtendrá un resultado totalmente contrario 
al pretendido en la iniciativa, que es fortalecer la industria audiovisual nacional. Sin medios fuertes no 
es posible hacer producciones audiovisuales de calidad. Volvemos entonces a la pregunta original que 
nos planteamos: ¿para qué hacer una ley de medios de estas características en el Uruguay? Los 
fundamentos que nos presenta el Poder Ejecutivo en su exposición de motivos no nos convencen. 
Tampoco creemos que legislar por el simple motivo de continuar con una tendencia registrada en 
algunos países latinoamericanos pueda resultar beneficioso para nuestro país. El hecho de que países 
como Venezuela, Ecuador o Argentina hayan sancionado leyes para la regulación de los medios no 
significa que Uruguay deba transitar ese mismo camino. Además, ya hemos visto cómo este tipo de 
legislaciones tienden a fragmentar las sociedades y polarizar ideologías. 


Por todos estos motivos, entendemos que este proyecto no va a resultar beneficioso ni para los medios 
que afecta ni para la sociedad, que es la que en definitiva recibe los contenidos y la información de 
parte de los medios. 


Éstas serían las puntualizaciones que nos interesaba hacer. Si a los señores Senadores les interesa 
profundizar sobre estos temas -aquí hemos pretendido hacer una síntesis- quiero decir que les hemos 
dejado el material ampliado conteniendo un informe con la posición de Andebu sobre este proyecto - 
que es la que procuré exponer- y el informe de los juristas que se expidieron al respecto. 


SEÑOR ABUCHALJA.- Los juristas a los que se hacía referencia son Cassinelli Muñoz, Delpiazzo, 
Martín Risso, Augusto Durán Martínez, Felipe Rotondo y Juan Pablo Cajarville. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe aclarar que los vamos a recibir a ellos también. 


SEÑOR SILVA.- Aclaro que voy a hablar como Gabriel Silva y no como secretario de Andebu. Quiero 
agradecer a los Senadores que nos han invitado a participar en esto y deseo hablar a las personas. 
Procedo de esta forma, creyendo que mis 71 años -54 de los cuales trabajé en el área de la 
comunicación- me hacen un hombre de la comunicación. No puedo reivindicar más que eso, pero es 
mucho más de lo que diría si tuviera que calificar a los promotores e ideólogos de este proyecto de ley. 


Aquí se ha dicho con franqueza, lo que se piensa. Andebu es una corporación y los legisladores 
integran otra corporación, por eso hablo a título personal. De las vivencias que he tenido, he aprendido 
día a día de los grandes de la comunicación cómo se hacen las cosas y cómo Uruguay desarrolló, 
como en muchos otros estamentos de la actividad, un mecanismo de comunicación que lo situó como 
ejemplo y referencia del mundo y no solo hablo de los países vecinos. 


Como aquí se dijo, Justino Jiménez de Aréchaga -en este Palacio hay una sala parecida a 
esta que en su homenaje lleva su nombre- que fue Presidente de nuestra Asociación, se escandalizaría 
si tuviera que leer lo que el Poder Ejecutivo propone -un mamarracho de este calibre- y que ya cuenta 
con media sanción de la Cámara de Representantes. 


Entonces, mi mensaje para los señores Senadores que tienen la responsabilidad de tratar 
este tema es decirles que los miro como personas inteligentes, como individuos, más allá de los temas 
corporativos, porque este asunto es mucho más importante de lo que parece. Uno de nuestros grandes 
O tal vez el más grande, en el Ayuí, dijo con diez palabras cuál era el real sentir de la cosa a nivel de 
los comunicadores. Ayer se decía que la cuestión es solo entre la libertad y el despotismo. Nosotros 
creemos que este proyecto de ley propone, desde una lógica o desde una filosofía vinculada con otros 
escenarios, mecanismos para la libertad de expresión en el Uruguay como los que existen en Cuba, y 
eso no lo queremos como comunicadores, ni como paisanos de este país que ha sido ejemplo de la 
libertad de expresión y orgullo para quienes estuvimos en el tema. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARDOSO.- Considero que ha sido muy clara y elocuente la exposición del Directorio de 
Andebu. 


SEÑOR HEBER.- En la primera oportunidad en que consideramos este proyecto de ley en Comisión le 
preguntamos al señor Ministro sobre su necesidad. Nos preguntábamos por qué venía cuando, en 
definitiva teníamos y tenemos una buena colaboración de parte de ustedes. Además, es tradición del 
país tener el primer lugar en América Latina a nivel de libertad de prensa. De los 160 países del 
mundo, creo que nos encontramos en el lugar 28 del ranking mundial. 


Reitero: en ocasión de comparecer en este ámbito el señor Ministro, le pregunté cuál era la 
necesidad o la razón de este proyecto de ley y si había algo en lo que habíamos caído en cuanto a 
garantía de libertad de prensa. Sin embargo, no se me respondió, y este no es un tema que vayamos a 
conversar o comentar con una delegación que hemos invitado, porque generalmente lo que hacemos, 
cuando estamos estudiando un proyecto de ley, es tratar de no polemizar entre nosotros ni con las 
delegaciones, sino simplemente escuchar o preguntar si hay alguna duda. 


Nuestros invitados vienen dando su opinión desde que el proyecto se trató en la Cámara de 
Representantes y hoy esto se reiteró por parte del doctor Lerena, en cuanto a que hay tres o cuatro 
ideas fuerza que motivan al Poder Ejecutivo a presentar este proyecto de ley. Quiero hacer especial 
hincapié en este punto porque es uno de los temas que tenemos que analizar en la Comisión. 


La primera de ellas es cubrir los vacíos legales existentes en el sector. Justamente, antes de 
que ustedes vinieran, estuvo la URSEC y les pregunté si entendían que había un vacío legal, a lo 
que me respondieron, básicamente -me podrán corregir los miembros de la Comisión- que lo que está 
en el decreto debía ser llevado a la ley para darle mayor jerarquía. Pero todos sabemos que lo que 
dicen las normas que se han dictado por vía de decreto no es lo que dice el proyecto de ley, porque 
hay modificaciones. Entonces, la primera pregunta que quiero formular -para dejar, incluso, en actas- 
es si nuestros invitados ven que hay vacíos legales. Esta es una consulta que también les voy a 
trasladar a los juristas que nos van a visitar más adelante. ¿No hay ninguna norma que refiera a este 
tema? Lo planteo porque una cosa es decir que hay vacíos legales y otra es sostener que la normativa 
está equivocada y hay que cambiarla. 


Creo que también se mencionó el tema de asegurar la transparencia en el proceso de 
concesiones. La URSEC fue muy honesta con nosotros, porque nos dijo que no había falta de 
transparencia, que había procesos licitatorios transparentes. De manera que le señalé al señor 
Presidente de la URSEC que, entonces, esa no era una razón, y me respondió que en el pasado había 
sido diferente. Pero insisto: cuando le pregunté qué ocurría hoy, nos dijo que hay un proceso de 
transparencia en el otorgamiento de licencias. 


Más adelante le pregunté sobre la creación de la institucionalidad regulatoria de lo audiovisual, 
que es otro de los motivos de la ley, y ellos dijeron que entendían que no debería haber una nueva 
institucionalidad en materia técnica, pero que el proyecto de ley aborda el tema de contenidos y, por lo 
tanto -esto fue dicho por el señor Presidente de la URSEC- es necesario establecer una 
institucionalidad que controle contenidos. Este es un tema muy peligroso y no necesito fundamentar lo 
que significa tener un órgano institucional que regule contenidos. Entonces, les quiero preguntar a 
nuestros invitados -porque esto es parte también de la discusión- si el proyecto de ley aborda 
contenidos. Quienes defienden este proyecto de ley tratan de minimizar el punto y sostienen que en 
realidad no aborda contenidos, sino que simplemente cuida al menor y regula el tema del horario, que 
es más o menos el que está vigente hoy por vía de decretos o de otras normas, así como la 
propaganda, etcétera. 


Pienso que es muy grave lo que ocurre cuando un proyecto de ley aborda y pretende crear 
institucionalidad sobre contenidos. 


Por tal motivo, sería importante para la reflexión de la Comisión que nuestros invitados nos 
argumentaran, como directores u operadores de medios y por encima de muchas consideraciones 
sobre el tema -sobre la oportunidad del proyecto de ley en tiempos electorales es algo que hemos 
manejado fuera de la Comisión y entendemos que no es oportuno, pero no es un tema que tengamos 
que hablar hoy con Andebu sino que es una opinión personal que uno va expresando y ustedes lo 
podrán advertir porque son por sus medios que uno lo hace- sobre el hecho de que esta 
institucionalidad ingresaría en un tema de contenidos que después genera una tutela sobre lo que tiene 
que consumir o no la población en términos generales. 


En lo personal, me gustaría escuchar dicha reflexión por parte de Andebu porque ha sido el 
actor principal y ha tenido la difícil tarea de llevarnos al primer puesto en América Latina y al 
vigésimo octavo lugar en el mundo -aunque considero que deberíamos estar posicionados más alto, 
creo que los elementos de juicio como para ponernos en ese lugar es algo que analizaremos en otra 
oportunidad- en cuanto a garantías de libertad de prensa. Ustedes han colaborado y son parte 
fundamental de ello. Entonces, el día de mañana todo aquello que pueda significar que una persona se 
involucre en temas de contenido, puede afectar esa posición. 


Reitero que simplemente me gustaría obtener dos reflexiones por parte de Andebu: lo referente a los 
vacíos legales y el tema de contenidos. Son reflexiones que la Comisión debe tener presente porque si 
el día de mañana existe entendimiento en el sistema político y se realizan modificaciones al proyecto 
de ley, me parece que tendrían que ir en estas dos direcciones. 


Muchas cosas se han comentado aquí y debo decir que, personalmente, coincido desde el 
punto de vista jurídico con algunas de ellas. Para mí lo jurídico está por encima de lo político pero en 


un andarivel distinto, diría, sobre los cuestionamientos que, de alguna manera, se tienen sobre el 
proyecto de ley. 


SEÑOR ABUCHALJA.- Este proyecto de ley intenta cambiar las reglas de juego que tenemos 
actualmente. 


Con respecto al control de los medios, recuerdo la anécdota del libro “La Palabra” de Wallace, en el 
que se quería contener la edición de un poema que duraba siete minutos, y por ello se generó un juicio 
tremendo donde el comité de censura de la ciudad logra requisar toda la edición. Wallace es un 
fenómeno y ya se refería al control de los medios. El hombre se juega todo a la edición de ese libro y 
se juega el partido en un juicio tremendo. El poema tenía términos bíblicos que el comité de censura no 
había captado, se llegó a la conclusión de que eran obscenos y posteriormente fue censurado. 
Concretamente, relata la experiencia de un acto sexual que había tenido un candidato a la Presidencia 
de Estados Unidos en París cuando era chiquilín. Es una obra de arte como tantas cosas. 


La censura es algo que el hombre viene procesando permanentemente, pero cabe acotar 
que, lamentablemente, su objetivo es ser el lobo del hombre. Está lleno de libros de autoayuda y de 
películas, la gente está como loca. 


Como la verdad nos hace libres quiero decir que con Esteban Valenti nos conocemos desde 
muy chicos aunque, por supuesto, él está en un lado de la calle y yo, en el otro. Cuando fue a negociar, 
dijo que Andebu parcializaba el reparto de la publicidad en los medios para los políticos y que 
censuraba al Frente Amplio a lo que le contesté que era todo lo contrario, que no solo no censuraba al 
Frente Amplio sino que le posibilitó acceder al Gobierno porque la cantidad de horas de pantalla que 
tuvo Mujica en muchos medios de comunicación fue mayor a la de los demás y ese es un dato 
objetivo. Los actores políticos que están en la mentalidad de la gente son los que aparecen en las 
pantallas por hacer cosas y ser protagonistas. Por ejemplo, la movilización que se llevó a cabo ayer, 
estuvo presente en todos los medios de comunicación y así debe ser. La gente se tiene que enterar por 
los medios y este es el vehículo que lo posibilita. Hoy, el Estado o el Gobierno tiene todos los 
instrumentos para manejar las distintas situaciones -deslices, etcétera- que se den en los medios de 
comunicación e incluso en lo que tiene que ver con la regulación de los horarios; no necesita nada 
más. Incluso, el INAU tiene mecanismos de contralor y lo hace permanentemente. No hay ningún 
motivo para que esta ley se apruebe salvo el de apretar el pensamiento de la gente. Además, si 
cualquiera de los partidos políticos que hay en este país ve una irregularidad en los medios de 
comunicación lo tiene que denunciar. Andebu, como gremio de las comunicaciones, tiene las puertas 
abiertas a todos los partidos políticos. Hemos realizado reuniones y compartido asados con todos y 
estamos abiertos a hacerlo. Además es fácil indagar la vida democrática y civil de un hombre que está 
al frente de una organización gremial. Simplemente se pone el nombre Pedro Abuchalja en google y se 
obtiene absolutamente toda la información. Por tanto, pensamos que no hay necesidad de generar 
esta situación en un país que logró salir adelante después de la tremenda dictadura que tuvimos. 
Recuerdo que en la década del sesenta se decía que no iba a haber jamás una dictadura como la de 
Terra. En realidad, fue así porque se quedaron cortos. En ese entonces, vimos la unidad del país; 
recordemos el acto del Obelisco y la movilización de la gente. Los medios de comunicaciones, a través 
del archivo que tenemos en Andebu, mostramos cómo se dieron las distintas polémicas en los medios, 
tanto la de los canales 4, 10 y 12 como de las distintas radios que buscaban mecanismos para poder 
salir adelante. 


En lo personal estoy sorprendido y, además, creo que hay mecanismos de contralor y de organización 
en todo el Estado como para seguir como hasta ahora, sin ningún problema. Por su parte, creo que las 
reuniones que se realizaron con los partidos políticos en Andebu fueron distendidas, sin problema y 
respetando las presentaciones de cada partido. Es notoria la solidaridad de los medios en una 
cantidad de situaciones y eso se puede constatar y controlar. Justamente, ahora estamos en 
conversaciones con el ingeniero Lombide de la URSEC porque quiere fortalecer los controles de las 
declaraciones de los medios. Además, ¿quién no se conoce en este país? El padre de Lombide fue mi 
compañero en el Casmu y somos amigos; su hijo me dijo que mi nombre siempre estuvo arriba de la 
mesa en su casa porque fui jefe de su padre. Señor Senador Heber: es muy fácil investigar las cosas y 
no hay problema para hacerlo. Acá no escondemos nada y estamos realmente preocupados. Sabemos 
lo que es vivir sin libertad; vivimos en Brasil con incertidumbre y cuando volvimos al país tuvimos que 
soportar diez años presos fuera de las cárceles porque el país estaba controlado por todos lados y era 


espantoso. Los medios de comunicación dieron una batalla muy importante y así lo hemos demostrado 
en las reuniones que tuvimos en Andebu. Personalmente, tengo un medio bastante chico y, a esta 
altura, trato de que lo maneje mi sobrino más que yo porque cada vez quiero menos. 


Nosotros estamos a la orden para lo que necesiten. Me voy feliz de haber compartido esta reunión con 
ustedes y creo que le sucede lo mismo al resto de la delegación. Estamos dispuestos a evacuar todas 
las dudas que tengan pero sería importante hacer la correspondiente convocatoria porque, entre 
amigos, quiero decir que no hay que dejar que nos invada el fanatismo ni la locura porque después que 
se entra por un embudo, hasta que no se termina de salir por el otro lado, es peligrosísimo. 


SEÑOR COURIEL.- Mi objetivo es dejar una constancia. 


El amigo Abuchalja habló de sorpresa, y el que está sorprendido, soy yo. Realmente, estoy 
sorprendido. 


En primer lugar, no entiendo la sorpresa cuando el Poder Ejecutivo durante dos o tres años trabajó el 
tema con la participación y con el acuerdo de Andebu, que fue lo que vino a expresar el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería; de manera que esto no es nuevo. Ustedes han tenido la chance de 
participar a nivel del Poder Ejecutivo, y también tienen la chance de exponer sus opiniones todas las 
veces que sean necesarias en el ámbito parlamentario. El Parlamento siempre está abierto a recibir 
absolutamente todas las ideas, y nosotros a oírlas. 


Como decía el señor Senador Heber, nosotros estamos acostumbrados a recibir a las delegaciones y a 
no polemizar con ellas. Les hacemos preguntas. Pero mi sorpresa -se los digo bien, de la mejor 
manera que puedo; tengo 24 años en el Parlamento- es que creo que nunca escuché una exposición 
más dura, ni más fuera de lugar como la que sentí en el día de hoy. ¡Empezaron a hablar de los nazis 
en la democracia uruguaya! ¡Con el grado de civilización y casi de amistad que tenemos entre los 
políticos, que nos vengan a hablar de los nazis! ¡Que nos vengan a decir que esto camina hacia Cuba! 
Pero, ¡dónde estoy sentado! Realmente, ¡dónde estoy sentado! ¡Por supuesto que en Cuba no hay 
libertad de expresión y no hay libertad de prensa! ¡Por supuesto que no la hay! En este país el Frente 
Amplio, después de 9 años de Gobierno, ha mantenido, multiplicado y profundizado los principios 
democráticos, en todo lo que ha podido. 


Cuando el Ministro de Industria, Energía y Minería viene al Parlamento plantea, entre los 
objetivos del proyecto de ley, que no puede haber censura de ninguna naturaleza. Acá lo tengo 
anotado: prohibición de censura. Repito: no puede haber censura de ninguna naturaleza. Y entre otros 
objetivos de este proyecto de ley figuran la independencia y la libertad editorial. 


¡Por favor! Acepto plenamente que tengan posiciones distintas, así como que tengan la 
libertad de dar sus opiniones, distintas a las del proyecto de ley; lo acepto plenamente. Pero me llamó 
la atención la dureza del planteamiento. Tal vez -vaya a saber- será una ley en la que pueda haber 
puntos de vista distintos. 


A la Cámara de Diputados asistió el representante de Búsqueda y de la SIP diciendo que no 
era un proyecto de ley mordaza, que era muy moderado, lo que no quiere decir que esté a favor de 
ella. 


Honestamente, esto me llama la atención. Estoy sorprendido. Puedo decir que no me siento 
bien con lo que escuché. 


El señor Lerena tiene todo el derecho a hacer referencia a los contenidos, y está muy bien 
porque es su punto de vista. Sin embargo, yo no lo comparto. Ya estudié el proyecto de ley. Hice todo 
el esfuerzo por entender el contenido y sé que atienden a la niñez, a los discapacitados, y que no hay 
la más mínima intención de afectar la libertad de expresión, por lo que siempre decimos que es una ley 
garantista. 


Entonces, la verdad es que quería dejar esta inquietud como una constancia. Los medios de 
comunicación son muy importantes, ostentan un gran poder. 


Una vez, en Chile, estaba en una exposición con mi amigo, Ricardo Lago, -expresidente de ese país- y 
estaba también Felipe González. Yo empecé a hablar del poder de los medios de comunicación y 
Felipe González me paró y me dijo: “¿Sabe? Cualquier problema que ocurra en África, si la CNN no lo 
informa, no existe”. Ese es el poder y lo tienen, sin duda, cuentan con un enorme peso. 


Por otra parte, probablemente los avances tecnológicos hagan que esta ley, en pocos años, 
quede fuera de lugar. A este respecto comparto plenamente lo que se expresaba en el sentido de que 
se viene internet. Eso es verdad y, de pronto, tendremos que volver a estudiar el tema para saber si es 
necesario o no algún tipo de regulación para tratar de defender las cosas que intentamos proteger con 
esta iniciativa. 


Muchas veces escribo sobre los medios. En lo personal, creo totalmente en la libertad de expresión, 
me parece que es sano que exista y que los medios se puedan amparar en ella todas las veces que lo 
estimen necesario. Por lo tanto, los medios pueden hablar mal de mí; muchas veces lo hacen y yo lo 
sufro, pero esas son las reglas del juego. Esa es la democracia y en ella se tiene todo el derecho a la 
libertad de expresión. 


De manera que, desde ese punto de vista, sepan que esa es nuestra concepción y nuestras ideas, que 
tienen que ver con Uruguay y con lo que dijo anteriormente el señor Abuchalja, que comparto 
plenamente. Él decía que va a ver a Danilo y que él le dice que vaya a ver al Pepe. Este es el Uruguay 
que tenemos que contemplar, garantizar y resguardar. 


Entonces, pienso que, de pronto, el diálogo se puede plantear con mucho menos dureza que 
la que sentí hoy que nuestros invitados presentaron. 


SEÑOR HEBER.- Para aflojar un poco las tensiones, vuelvo a intervenir con algunas reflexiones o 
preguntas para no generar polémica hoy, en esta Comisión. 


Hay dos aspectos más que me gustaría que nuestros invitados comentaran. 


Un tema muy polémico que involucra a las dos partes que están aquí presentes es el de los 
partidos políticos y la publicidad electoral. En lo personal, soy partidario del proyecto de ley que 
presentó Luis Alberto Lacalle Herrera en esta Legislatura; ¡ojalá tuviéramos tiempo como para generar 
consensos políticos y partidarios en cuanto a que la propaganda electoral se prohibiera en radio y 
televisión en las instancias de las elecciones internas, como creo que sucede en Inglaterra y creo que 
en Alemania también. En España solamente se hace propaganda en los canales oficiales estatales. 


Además, entendemos que la propaganda política irrumpe y ocupa un espacio publicitario y 
más ahora si va a estar limitado por esta propuesta. Digo esto porque está limitado; estamos hablando 
de determinada cantidad de minutos. 


Esto genera en las empresas -que tienen un fin comercial lógico- problemas porque la 
propaganda política irrumpe el espacio publicitario y sucede que los que siempre anuncian no lo 
pueden hacer, se pierden los anunciadores permanentes y, a veces, hasta desaparecen, mientras que 
nosotros estamos durante 30 o 45 días ocupando un espacio casi en su totalidad. Muchas veces eso 
es altamente distorsionante. 


En lo personal, aspiro a que en el tratamiento de esta iniciativa en esta Comisión podamos 
hacer algo más lógico. Siempre hemos acordado en Andebu -como recordarán- espacios que esta 
Asociación nos cede. Alguna de las personas presentes ha estado en las reuniones de todos los 
partidos políticos; estoy hablando de un espacio que Andebu cede gratuitamente a los partidos políticos 
para que, voluntariamente, podamos disponer de él. 


Creo más en esto de los acuerdos que en las imposiciones por medio de una ley. La idea es 
que si pudiéramos tener alguna imposición no la hubiera, porque es un tema difícil para los partidos 
políticos pues, reitero, los espacios cuestan mucho dinero. Naturalmente, es el precio que se paga en 
el mercado, pero en una democracia no tenemos derecho a imponerles uno ni a ocupar los espacios 
que de alguna manera valen más porque es el contenido y el trabajo de ustedes. Si en el futuro tienen 
un programa exitoso todos vamos a querer estar en él por ser el que se ve. ¿No? Entonces, es ilógico 
que hagamos una expropiación intelectual del trabajo que han generado en materia de contenidos con 
horarios centrales y laterales, sobre todo en la televisión, pues el minuto es muy caro. 


Vuelvo a decir que me interesan más los acuerdos y no la imposición de expropiación de espacios que 
de alguna manera implica el proyecto de ley, pues a ustedes les cuesta mucho lograr que valgan. 


En función de eso aspiro a que en este ámbito se encuentre un entendimiento entre los partidos 
políticos para no causar distorsiones cada cinco años como ha ocurrido hasta ahora. 


Hay otro tema sobre el que me interesa escuchar una reflexión no solo de la delegación, sino también 
de los demás integrantes de esta Comisión. En el Gobierno del Partido Nacional participé de un trabajo 
-que hicimos legisladores de todos los partidos políticos: el profesor Luis Hierro, el doctor Héctor 
Lescano por el Nuevo Espacio en aquel entonces, el doctor Gonzalo Carámbula por el Partido 
Comunista y quien habla- para establecer un incentivo a la cultura nacional y finalmente se creó un 
Fondo Nacional de Música, que está vigente y funciona bien. No partió de la imposición de que 
apoyaran a la cultura sino de crear incentivos -incluso impositivos- para promoverla. Eso no fue 
distorsionante. 


Primero pregunto cuál es la relación con los partidos políticos en los espacios que instrumenta la ley. 
No soy partidario de que se imponga de esa manera, sino de que se prohíba a los partidos políticos 
tener espacios en la televisión privada y comercial. 


Por otro lado, pienso que sería bueno ir en el camino impositivo para premiar o apoyar a la industria 
nacional y no en el de imponer por una ley que en tal horario o espacio debe haber tantos contenidos 
de propaganda nacional. 


Quiero decir claramente una vez más que soy partidario de incentivar la cultura nacional. Creo que en 
este mundo globalizado de hoy en que nos bombardean con canales de todos lados tenemos que 
apostar a lo nacional, pero no por imposición porque ahí quizás haya programas que no sean tan 
buenos y que tendríamos que consumir por ser nacionales. Eso le hace mal a la promoción de la 
cultura nacional. 


Entonces, me interesa escuchar alguna reflexión sobre cómo funcionó algo que, a mi juicio, ya tuvo 
éxito, como el Fondo Nacional de Música y cómo se puede caminar para incentivar programas 
culturales y recreativos -por qué no- de producción nacional, pero que sean buenos. De alguna 
manera, de un renunciamiento impositivo tributario se puede generar un incentivo en lo que todos 
estamos buscando. A mi juicio, el proyecto de ley lo resuelve mal cuando impone y no incentiva. 


Por lo tanto, me gustaría escuchar alguna reflexión de ustedes sobre estos dos temas. Es 
decir que quisiera saber si están de acuerdo en que la propaganda electoral irrumpa y rompa muchos 
de los clientes permanentes que ustedes tienen -lo que abonaría mi tesis- así como qué opinan sobre 
el incentivo y no imposición de programas de origen nacional en la programación de las radios y la 
televisión. 


SEÑOR ABUCHALJA.- Creo que el Senador Couriel merece una disculpa de mi parte. Sinceramente, 
estoy muy complicado con este tema, no duermo. Ya no tengo mucho más tiempo; se me acerca el 
momento de irme. De todas formas, si en algún momento estuve áspero o grosero, le pido disculpas, al 
igual que al resto de los miembros de la Comisión, porque esa no era mi intención. Si él investigó el 
proyecto de ley y tiene tiempo de analizar los materiales que trajimos, va a ver que es complicado. 


Estamos viviendo una enorme crisis, pero no solo acá en el Uruguay. Geopolíticamente, podemos ver a 
la velocidad que se está moviendo el mundo. Einstein decía que en las crisis debemos tener la 
oportunidad de cambiar y si un camino nos lleva a determinada circunstancia hay que cambiarlo. 


Lamentablemente, las experiencias que vemos en el panorama nacional no nos generan 
mucho entusiasmo. Cuando salga de aquí voy al Club Libanés, ya que tenemos una actividad 
importante. Nuestra colectividad se integró a este país y este tema nos tiene muy preocupados. 
Además, he conversado con algunos viejos amigos y compañeros y no los he notado receptivos. 


Desde el fondo de mi alma, reitero mis disculpas, porque veo que el señor Senador Couriel se ha 
sensibilizado mucho con el tema. 


SEÑOR LERENA.- Señor Presidente: simplemente quiero decir que uno de los puntos que 
señalamos en la exposición es que en todo este proyecto de ley -que ahora creo que quedó en 173 
artículos- no vemos ninguna medida para el desarrollo de los medios. Solo vemos limitaciones, 
restricciones, obligaciones, gravámenes. Hay medios, sobre todo en el interior, que están en una 
situación muy precaria y no advertimos que haya incentivos para que los medios se desarrollen y 
puedan cumplir con eso que queremos todos: tener productos audiovisuales de calidad. 


También me refería a las empresas fuertes porque algunas que aquí, en el Uruguay, pueden parecer 
grandes, cuando tienen que salir al exterior a competir con producciones audiovisuales de calidad, no 
lo son. Digo esto porque la única forma de que esas producciones puedan, de alguna manera, no 
generar pérdidas es saliendo al exterior. Acá no es rentable producir algo; los medios lo hacen para 
cumplir un fin social. La única forma de que sean rentables es que salgan del país y allí se tienen que 
enfrentar con Globo de Brasil o con Clarín de Argentina, que tienen mucho poder adquisitivo. Si no 
vamos todos en el mismo sentido y generamos incentivos a los medios para que realicen productos de 
calidad, es muy difícil competir con estos monstruos que hay a los costados, arriba o abajo. 


En cuanto a la otra parte, como es un tema comercial, no me corresponde. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pido un par de minutos para expresar unas ideas. 


En primer lugar, quiero dejar en claro que nosotros nos guiamos por la tolerancia y el respeto a las 
opiniones. Acá los dueños de la verdad no existen y en general han sido los peores dictadores. 
Además, los que se creen tales, comúnmente equivocan el camino o generan lo contrario de lo que 
desean generar, que puede pasar y de repente pasó. 


Por otra parte, vamos a estudiar en profundidad el tema, porque quienes queremos lo mejor para el 
país, lo primero que tenemos que hacer es entender y escuchar a los demás. Yo también digo: ni Cuba, 
ni ley de Venezuela, ni ley de Argentina, ni Ecuador, ni nada. No tiene nada que ver. Lo digo 
sinceramente; de pronto, me convencen de lo contrario. Ustedes saben, también, que hay gente a nivel 
internacional que opina lo mismo que nosotros. Hace poco estuve en un seminario en Estados Unidos, 
en el propio Capitolio, donde había gente que no opinaba lo mismo. Pero bueno, insisto, de pronto nos 
convencen de que es así. 


Como recomendación, de pronto se podrían establecer puentes. Es un poco lo que sintió el señor 
Senador Couriel, pero no lo digo para generar debates. No venimos aquí a hacer un speech de cada 
uno. Aunque el señor Senador Heber adelantó el discurso que va a realizar en el Senado -y tiene 
derecho a ello- no acostumbramos a hacer comentarios ni a debatir con quienes nos visitan en la 
Comisión, ya que no es de estilo y no corresponde. Los escuchamos con mucho respeto y después 
procesamos la información. 


Confieso que me pasó lo mismo que al señor Senador Couriel: me sentí, no digo que 
agraviado, pero me dije “¡pucha, qué dureza!” 


(Dialogados.) 


-En fin, tenía la necesidad de decir estas palabras, con todo respeto y como librepensadores y 
hombres tolerantes que somos, vamos a tratar de superar el impacto subjetivo para buscar un 
entendimiento. Yo me quiero poner en el lugar de ustedes. También sepan -intentando colocarse en el 
lugar que nosotros ocupamos- que esto se hace en un marco jurídico de institucionalidad. Quizá en 
diez o en cinco años haya que hacer las cosas otra vez porque todo está cambiando. Por mi parte, lo 
he dicho en todos lados; lo tengo clarísimo. 


Ahora bien, algunos creemos que en este aspecto la democracia tiene una deuda con la 
sociedad uruguaya en el sentido de establecer una institucionalidad que tenga algunos marcos. Tal vez 
nos equivoquemos, pero el espíritu es que las cosas se hagan bien. De todas formas, ello formará 
parte del debate. 


SEÑOR FERRARI.- Quiero agradecer a los miembros de la Comisión la deferencia que tuvieron al 
recibirnos. 


Voy a hacer un par de puntualizaciones porque creo que un par de preguntas formuladas por el señor 
Senador Heber no tuvieron respuesta. 


El señor Senador preguntó si había vacíos legales. Personalmente, entiendo que no existen lagunas 
del Derecho. Ya hay normas reguladoras de los medios que nos responden de su actuación. Hoy están 
vigentes en el Uruguay normas que regulan los medios. 


En cuanto al control de los contenidos, en lo personal veo a los medios como un contrapeso del poder 
y del gobierno de turno. Si este controla a los medios, el poder es absoluto, lo que degrada la calidad 
de la democracia. 


También les quiero decir que la libertad de programar debe ser del emisor, quien se hará responsable 
de lo que emite. Eso ya está reglamentado y regulado en la ley y en los decretos correspondientes. 


Me pregunto: ley de medios, ¿para qué? Es lo que dijo en la Cámara de Representantes el señor Luis 
Pardo, Presidente de la Asociación Internacional de Radiodifusión -AIR- que es hija de Andebu, 
institución con 80 años de vida. Por su parte, la radiodifusión privada y libre tiene en el Uruguay 90 
años de vida, hasta hoy. 


Entendemos que este proyecto de ley es regulador, estatista, crea un monopolio y, por ende, es 
inconstitucional. Así se han expedido juristas connotados. No lo digo yo, un simple escribano, sino 
gente muy reconocida. 


Hoy los medios en Uruguay informan, entretienen y educan; cumplen su función. En ese 
sentido, queremos hacer hincapié en que la libertad de expresión hay que respetarla, preservarla, y los 
medios de difusión son libertad en sí misma y ningún gobierno, ni hoy ni nunca, deben tutelarlos. Esa 
es mi opinión. 


Con relación a la publicidad política, los medios, a través de Andebu, han coincidido con los partidos y 
han asignado la publicidad política, en una distribución en la cual han estado de acuerdo todos los 
partidos y tomado dicha publicidad. De cualquier manera, los medios están a entera disposición para la 
opinión de todos los que deseen expresarse, como se hace en un país libre, como es nuestro querido 
Uruguay, que así queremos mantenerlo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LERENA.- Quería hacer una pequeña aclaración. 


Con respecto a una mención que hizo el señor Senador Couriel, para que tuviera la otra cara 
de la moneda -por decirlo de alguna manera- quiero decirle que es verdad que hubo un grupo de 


trabajo del cual Andebu fue invitado a participar, y durante cuatro meses se debatieron conceptos, 
ideas; pero también es verdad que Andebu era un miembro de quince, y no estuvo de acuerdo con 
muchas de las iniciativas que se plantearon. Esto lo digo para que se tenga en cuenta, porque quiero 
que quede claro que no hubo tanto acuerdo, aunque sí un diálogo muy cordial. 


Quería que tuvieran la otra cara del asunto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchísimas gracias por haber venido. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 36 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


